
En la mayoría de los casos, la experiencia de la privatización y de otras reformas portuarias indica hasta ahora que tienen un efecto extraordinario para los trabajadores portuarios.  Esta experiencia afecta aspectos tales como el empleo y la seguridad en el empleo, la estructura de la organización del trabajo en las terminales y las oficinas, lo que determina cambios en la dotación y en las tareas y obligaciones de los trabajadores que permanecen, efectos en la organización de la oferta de trabajo, incluyendo la reestructuración de las bolsas de trabajo, cambios en la idoneidad y capacitación necesaria, en los ingresos y demás beneficios financieros, en la salud y la seguridad en el lugar de trabajo, en las condiciones jubilatorias y, en muchos países, en los servicios de bienestar tales como los beneficios de la seguridad social e inclusive los servicios educativos para los hijos de los trabajadores.


El texto completo de estas conclusiones se ha incluido en el anexo 1 al presente texto.


Espero realmente que pueda llevar un mensaje positivo a nuestras filiales de Centroamérica, con las que a principios del mes próximo emprenderemos un proyecto a largo plazo sobre privatización portuaria.  El proyecto está financiado por la AFL-CIO de Estados Unidos y los movimientos sindicales holandés y danés.  Estos también siguen con gran interés la evolución de esta parte de las Américas.

	Anexo 1  
Conclusiones sobre los problemas de carácter social y laboral producidos por los ajustes estructurales en la industria portuaria 
[2] 

La Reunión tripartita sobre los problemas de carácter social y laboral producidos por los ajustes estructurales en la industria portuaria, 

Congregada en Ginebra, del 20 al 24 de mayo de 1996, 

Adopta, a veinticuatro de mayo de 1996, las siguientes conclusiones:  
Consideraciones generales 

1.  El incremento de la participación del sector privado y la integración de los sistemas de transporte en un sector de transporte cada vez más competitivo y de escala mundial han provocado en la industria portuaria unos cambios continuos y de gran alcance. Uno de los aspectos centrales de estos cambios ha sido la adopción de técnicas de manipulación de la carga que exigen un alto coeficiente de capital a fin de obtener mejoras duraderas en las operaciones portuarias. 

2.  El diálogo entre los gobiernos y los empleadores y los representantes de los trabajadores
[3] en la industria portuaria es una condición previa indispensable para prever y abordar de manera eficaz los cambios necesarios.  
Reformas portuarias 

3.  La reforma portuaria es un proceso incesante que, según las circunstancias, se produce con arreglo a ritmos diferentes y arranca desde distintos puntos de partida. De ahí que no exista una fórmula modelo aplicable a la reestructuración portuaria que pueda aplicarse de manera universal; es, pues, necesario adoptar un planteamiento transparente. No obstante, la reforma portuaria debería emprenderse en el marco del desarrollo económico y social y llevarse a cabo como un componente integral de la política general en materia de transporte y una política nacional portuaria, cuando corresponda. Convendría prestar especial atención a las repercusiones económicas y sociales de la reforma sobre el puerto, sus trabajadores y los usuarios. 

4.  Los gobiernos deberían asumir la responsabilidad de proporcionar el marco jurídico y formular las políticas económicas que permitan aplicar y mantener las reformas necesarias. La política nacional debería alentar la cooperación entre los empleadores y los representantes de los trabajadores portuarios y garantizar la libertad sindical y el derecho de negociación colectiva de conformidad con la legislación y la práctica nacionales compatibles con las normas internacionales del trabajo. 

5.  A los efectos de definir sus respectivas funciones, determinar las medidas de reforma adecuadas y los medios para su aplicación, el intercambio de información y la cooperación entre los empleadores y los representantes de los trabajadores deberían preceder las etapas iniciales de la reforma y tener carácter permanente. 

6.  Los empleadores y los representantes de los trabajadores deberían revisar periódicamente las reformas emprendidas y cooperar en la elaboración de toda medida que pudiera resultar necesaria.  
Relaciones de trabajo 

7.  Establecer unas relaciones de trabajo armoniosas, basadas en la confianza mutua entre los empleadores y los representantes de los trabajadores es importante para conciliar y promover los intereses de la industria y para mejorar la productividad. Los empleadores y los representantes de los trabajadores, en el marco de referencia proporcionado por el Gobierno, deberían por tanto establecer y mantener un diálogo encaminado a discutir las cuestiones sociales y laborales y hacer lo posible por conciliar toda divergencia que exista entre ellos. 

8.  Uno de los primeros objetivos de ese diálogo debería consistir en establecer las directrices que habrán de aplicarse al implantar un programa de reforma portuaria. Tales directrices deberían prever el establecimiento de relaciones laborales constructivas, con miras a garantizar que no se produzca un deterioro general de las condiciones de trabajo de los trabajadores portuarios y mejorar la eficacia y rendimiento de las operaciones portuarias.  
Empleo 

9.  Los programas de ajuste estructural en los puertos han provocado reducciones de la fuerza de trabajo. Sin embargo, como resultado del incremento de la productividad, en muchos casos ha aumentado la seguridad en el empleo de los trabajadores que consiguen permanecer en el sector. El nivel de empleo obtenido gracias a la reforma portuaria siempre debería ser suficiente para asegurar el suministro de servicios portuarios de manera oportuna y segura. 

10.  Las políticas y prácticas de empleo deberían estructurarse de forma que permitan a los empleadores y a los representantes de los trabajadores elaborar y concertar disposiciones adecuadas para los trabajadores portuarios que tengan que cambiar sus calificaciones, su empleo o dejar el sector. La legislación nacional, las normas internacionales del trabajo y los convenios colectivos pertinentes deberían ser tenidos en cuenta por los empleadores y los representantes de los trabajadores a modo de fundamento para alcanzar un acuerdo con respecto a las medidas que proceda adoptar. Los gobiernos deberían cumplir con sus obligaciones en materia de normas internacionales del trabajo relativas al empleo y estar listos para asistir, a instancia de parte, a los empleadores y los representantes de los trabajadores a concertar acuerdos satisfactorios. 

11.  Cuando sea necesario reducir la fuerza de trabajo, debería otorgarse prioridad a la creación de oportunidades de otros puestos de trabajo en el sector o fuera del mismo y/o prever en su caso las indemnizaciones por reducción de personal. En caso de que se generen nuevas vacantes, los trabajadores despedidos deberían gozar de prioridad a efectos de la contratación. 

12.  Antes de elaborar las políticas y los programas destinados a abordar los problemas derivados de las reformas portuarias, los empleadores deberían entablar un diálogo con los representantes de los trabajadores, de conformidad con la legislación y la práctica nacionales.  
Condiciones de trabajo 

13.  Dado que invariablemente el ajuste estructural en los puertos tiene repercusiones en las condiciones de trabajo de los trabajadores portuarios, nunca puede sobrestimarse la importancia de entablar desde un principio un diálogo entre los empleadores y los representantes de los trabajadores sobre las repercusiones del cambio de que se trate. 

14.  Los empleadores y los representantes de los trabajadores deberían estudiar la creación y adopción de nuevos métodos de trabajo para mitigar sus eventuales efectos negativos, especialmente los provocados por la mayor flexibilidad del trabajo. Cuando resulte inevitable recurrir al trabajo ocasional, los empleadores y los representantes de los trabajadores deberían formular y acordar de consuno las condiciones de empleo. 

15.  Es tan importante mantener las normas de seguridad y salud en el trabajo que, aun cuando los mercados laborales hayan sido desreglamentados, los gobiernos deberían asegurarse de que existan disposiciones en materia de seguridad y salud y de que las autoridades competentes velen por su cumplimiento. 

16.  Los empleadores y los representantes de los trabajadores deberían garantizar que la flexibilidad de la organización del trabajo y de los métodos de trabajo que pueda ser necesaria se ponga en práctica de conformidad con la legislación y la práctica nacionales y tenga debidamente en cuenta la conveniencia de mantener los derechos de los trabajadores.  
Formación profesional 

17.  Contar con una mano de obra bien capacitada es indispensable para lograr una explotación portuaria eficaz. La formación profesional debería tener por objetivo impartir a los trabajadores portuarios las calificaciones de que precisan para desempeñar su trabajo de modo seguro y eficiente. El tema de las necesidades en materia de formación, a todos los niveles, especialmente en los tiempos de cambios que corren, debería abordarse con carácter consultivo. Habría que estudiar la posibilidad de impartir formación profesional a los empleados de forma gratuita en centros de formación portuaria.  

18.  Los gobiernos, previa consulta con los empleadores y los representantes de los trabajadores, deberían favorecer la elaboración y adopción de normas apropiadas en materia de formación y velar por la titulación de los instructores y de los participantes en los cursos de formación. Habría que controlar el cumplimiento de estas normas. 

19.  Cuando proceda, habría que crear consejos de formación paritarios responsables de establecer normas en materia de formación y planes de estudio, así como de supervisar la calidad de la formación y facilitar servicios de formación para los trabajadores portuarios. Debería ofrecerse a los trabajadores todas las oportunidades para seguir la formación necesaria.  
Papel de la OIT 

20.  Al emprender las actividades relativas al ajuste estructural en el sector portuario, la OIT debería: 
a)
seguir promoviendo la ratificación y aplicación de las normas internacionales del trabajo pertinentes; 
b)
proporcionar servicios de asesoramiento técnico para los puertos que estén experimentando ajustes estructurales, examinando además cuestiones más generales (que entren en el marco de su competencia) que afectan el rendimiento de los puertos; 
c)
prestar cooperación técnica para ayudar, cuando así se solicite, a: 

i)
que los empleadores y los representantes de los trabajadores establezcan sistemas eficaces para la solución de los conflictos laborales; 

ii)
los gobiernos y los puertos en la creación y revisión de las normas y reglamentos de los puertos; 

iii)
los Estados Miembros que tengan dificultades para ratificar o aplicar los instrumentos pertinentes; 
d)
preparar un glosario de términos portuarios para facilitar el tratamiento de las cuestiones relacionadas con los puertos; 
e)
ayudar, a solicitud de parte, a determinar las necesidades en materia de formación del sector del transporte y a aplicar los programas de formación profesional; 
f)
ampliar el Programa de formación de trabajadores portuarios. 

21.  La OIT debería velar porque las opiniones de las organizaciones de empleadores y de trabajadores se incluyan en los futuros informes sobre el sector portuario. 
  
22.  Deberían difundirse los resultados de esta Reunión mediante, por ejemplo, cursos prácticos.   



1.
Este documento y la introducción basada en el mismo no hace referencia a la cuestión de si los puertos o los terminales deben ser privatizadas.  La respuesta a esta cuestión depende de la función que las autoridades asignen al puerto o a la terminal.  Por ejemplo, la privatización de una base naval no es un hecho común.  El significado de la palabra “puerto” en este trabajo hace referencia a un puerto con funciones puramente comerciales e industriales.
 
[2] Adoptadas por unanimidad. 
     
[3] En el texto de las presentes conclusiones el término «representantes de los trabajadores» tiene el mismo significado que el empleado en el Convenio sobre los representantes de los trabajadores, 1971 (núm. 135).
 


























